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HONORABLES MAGISTRADOS 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE NEIVA 
SALA CIVIL, FAMILIA, LABORAL 
M.P. Dra. GILMA LETICIA PARADA PULIDO 
SECRETARÍA 
 
 

Rad.:  ORDINARIO LABORAL DE LUZ MARINA PIÑEROS 
CORREA CONTRA LA ELECTRIFICADORA DEL HUILA 
S.A. E.S.P. 

 
   41001 3105 003 2018 00032 01 
 
 
FERMÍN VARGAS BUENAVENTURA, identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 12.226.429 de Pitalito, abogado con tarjeta profesional No. 
49.516 del C.S.J., en mi carácter de apoderado de la demandante LUZ 
MARINA PIÑEROS CORREA, comedidamente presento a consideración de los 
honorables magistrados los siguientes alegatos en sustentación al recurso 
parcial de apelación formulado por la parte actora a la sentencia proferida 
por el Juzgado Tercero Laboral de Neiva el 2 de abril de 2019. 
 
La parte actora apeló la sentencia en lo que tiene que ver con el reajuste de 
la cuantía de la indemnización convencional por despido, el reajuste de las 
prestaciones sociales y la sanción moratoria, estas dos últimas pretensiones 
negadas por el a quo. 
 
No hay discusión en cuanto la demandante fue víctima de un despido injusto 
como lo sentenció el juzgado en aplicación de la ley (artículo 7º del Decreto 
2351 de 1965) y de la jurisprudencia:  TERMINACIÓN ILEGAL DE LA 
RELACIÓN LABORAL. Corte Constitucional, sentencia T-686 del 27 de 
agosto de 2012. 2.4.2.- Con base en la jurisprudencia transcrita en el acápite 
anterior, y concretamente la sentencia C-1037 de 2003, es claro que para que 
se constituya una justa causa de despido del trabajador, no sólo debe 
cumplirse con el reconocimiento de la pensión, sino que además debe 
garantizarse la inclusión en nómina de pensionados al beneficiario de la 
pensión reconocida. Deben darse ambos actos; el reconocimiento y la 
inclusión. Si llegare a faltar uno de los dos, previo a desvincular al 
trabajador, habrá un despido injusto y, por ende, el trabajador tendrá 
derecho a una indemnización por la terminación unilateral del contrato 
de trabajo sin justa causa”.  
 
En igual sentido se ha pronunciado la Sala Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia, entre ellas la sentencia SL 2509-2017, Rad. 45036 del 15 de febrero 
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de 2017, M.P. Dra. Clara Cecilia Dueñas Quevedo. 
 
Para el caso bajo estudio, para la fecha de desvinculación de la demandante, 
31 de mayo de 2016, COLPENSIONES NO HABÍA INCLUIDO A LA 
DEMANDANTE EN LA NÓMINA DE PENSIONADOS, por lo que la 
terminación del contrato de trabajo además de unilateral, es injusto e ilegal y 
da lugar al pago de la indemnización por despido convencional por parte de 
la ELECTRIFICADORA DEL HUILA S.A. E.S.P.   
 
La demandante laboró para la demandada desde el 5 de diciembre de 1995 
al 31 de mayo de 2016, para un total de 20 años, 5 meses y 25 días, según 
liquidación final de prestaciones sociales, hecho aceptado por las partes. A 
su vez, el artículo 15 de la Convención Colectiva de Trabajo vigente para el 
año 2016, consagra la tabla indemnizatoria: 50 días por el primer año, y 40 
por los años subsiguientes (Ley 50 de 1990): Le correspondería: 829,43 
días de indemnización, días que se deberán multiplicar por el salario 
promedio devengado en el último año de servicio. 
 
Inicialmente el salario para la liquidación de la indemnización sería el 
tomado en la liquidación final de prestaciones sociales de $2.488.008.00 
(para la parte demandante el salario promedio es $2.754.046.72); por 
lo que la indemnización por despido injusto sería de $68.787.615.84 y 
no la indemnización inferior ordenada por el juzgado en el fallo. 
 
 
FRENTE A LAS PRETENSIONES DE REAJUSTE DE LAS PRESTACIONES 
SOCIALES, NEGADA POR EL A QUO, tenemos que a la demandante le 
pagaron primas proporcionales y bonificación por metas cumplidas, factores 
que constituyen salario, pero no tenidos en cuenta por la empresa. 
 
El 14 de junio de 2016 la ELECTRIFICADORA DEL HUILA S.A. E.S.P. liquidó 
las prestaciones sociales, en ella reconoce y paga la prima de junio 
proporcional por $2.025.406.00 y Prima proporcional de Vacaciones 
por $1.220.869.00; prestaciones que no fueron tenidas en cuenta para la 
liquidación de las cesantías, a pesar de haberlas devengado en el último año 
de servicio. 

 
De manera tardía, un año después de haber sido despedida, el 22 de junio 
de 2017, la empresa le reconoce y paga a la demandante la bonificación 
por metas cumplidas por $636.453.00, bonificación que constituye salario 
para efectos de la liquidación del auxilio de cesantías, conforme la 
jurisprudencia pacifica, unánime y reiterada del Tribunal Superior de Neiva, 
Sala Civil, Familia, Laboral.  
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Estas sumas pagadas a la demandante por conceptos de primas 
proporcionales, más la bonificación por metas cumplidas habrá de tenerse 
en cuenta para la liquidación del auxilio de cesantías: Prima de junio 
$1.463.075.00 + Prima de Vacaciones $1.092.937.00 + bonificación 
$636.453.00 = $3.192.465.00 / 12 = $266.038.72. (este promedio habría 
que sumárselos al salario adoptado en la liquidación final: 
$2.488.008.00+266.038.72 = $2.754.046.72).  
 
En consecuencia, tanto el auxilio de cesantías como la indemnización por 
despido convencional deberán ser reajustadas con este salario de 
$2.754.046.72. 
 
 
SOBRE LA SANCIÓN MORATORIA: El solo hecho de haberle pagado la 
bonificación por metas cumplidas más de un año después del despido y no 
haber justificado con razones valederas su mora en dicho pago dentro del 
proceso, constituye un acto de mala fe que da lugar al pago de la sanción 
moratoria, como en casos parecidos también contra la Electrificadora del 
Huila, lo ha ordenado la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia,  
 

“Así las cosas, es evidente el error fáctico del colegiado al omitir lo 
preceptuado en el texto extralegal y remitirse a lo establecido en el art. 
127 del CST, olvidando que una convención colectiva de trabajo 
vigente es un acto jurídico de obligatorio cumplimiento para las 
partes contratantes. De modo que lo allí pactado, debe ser 
cumplido por el empleador que mediante la suscripción de dicho 
instrumento se comprometió a hacerlo. 
 
[…] Ahora bien, respecto a la sanción moratoria, establecida en el art. 65 
del CST, y que echó de menos el accionante en su recurso de apelación, 
esta Corporación ha sostenido que la imposición de la indemnización 
moratoria no es automática y por ello el juez debe constatar si el 
demandado suministró elementos de persuasión que acrediten una 
conducta provista de buena fe. 
 
 De las pruebas arrimadas al proceso se evidencia de folios 6 a 9, los 
pagos efectuados por la liquidación definitiva y el reconocimiento de la 
pensión de jubilación, en los que se evidencia que no se incluyó, tal como 
lo prevé la convención colectiva de trabajo, los vales de alimentación que 
sufragó durante el último año de servicio, en la respectiva liquidación 
final del auxilio de cesantías. 
 
Dentro del transcurso del proceso, la entidad demandada argumentó en 
su defensa, había cancelado lo que adeudaba de acuerdo con lo previsto 
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en el instrumento extralegal, situación contraria a lo que se acreditó en 
el plenario, pues con el documento obrante a folio 116, se demostró el 
pago de vales de alimentación durante el último año de servicios al 
demandante, y aun así la demandada no los incluyó dentro de la 
liquidación definitiva de las cesantías, desconociendo sin justificación 
alguna el texto  de la convención colectiva, por lo que no hay razón 
atendible ni valedera, para exonerar a Electrohuila S.A del pago de 
la indemnización moratoria prevista en el art. 65 del CST, atendiendo 
a que la demanda inicial se presentó dentro de los dos años siguientes a 
la terminación del vínculo laboral.  
 
En ese orden, para efectos de liquidar ese rubro se contará el término 
desde el 16 de junio de 2010, habida cuenta la terminación del vínculo y 
en razón a que el último salario devengado fue de $907.200, la llamada 
a juicio deberá pagar la suma de $21.772.800 y a partir del 17 de junio 
del 2012 los intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre 
asignación certificados por la Superintendencia Financiera hasta la 
fecha en que se verifique el pago de lo adeudado al demandante. 
 
Así las cosas, se revocará la sentencia de primera instancia para en su 
lugar condenar a la reliquidación definitiva de las cesantías y a la 
sanción moratoria del art. 65 del CST. (Corte Suprema de Justicia, Sala 
Laboral, sentencia SL1936-2019, Radicación 710108, M.P. Dr. Donald 
José Dix Ponnefz, proferida dentro del proceso con radicación 
41001310500320110117600). 
  

 
De los honorables magistrados, 
 
Atentamente,  
 
 
 
 
FERMÍN VARGAS BUENAVENTURA 
C.C. N° 12.226.429 de Pitalito 
T.P. No. 49.516 del C.S.J. 
ferminvargasbuenaventura@gmail.com 
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